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DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 18 de septiembre de 2008, tuvo entrada en este Consejo 
Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el proyecto de decreto por 
el que se regula el Registro Regional de Entidades de Voluntariado de Castilla y
León. 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 24 de septiembre 
de 2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 843/2008, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 

 
Primero.- El proyecto. 
 
El proyecto de decreto sometido a consulta -entendiendo como tal el 

identificado como documento nº 6 del expediente remitido- consta de un 
preámbulo, dieciocho artículos, una disposición adicional, tres disposiciones 
transitorias, una disposición derogatoria, dos disposiciones finales y dos anexos. 
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 En el preámbulo se expone que el decreto cuya aprobación se pretende 
tiene por objeto establecer la organización y funcionamiento del Registro 
Regional de Entidades de Voluntariado de Castilla y León, dando así 
cumplimiento a lo previsto en el artículo 15.5 y en la disposición final primera 
de la Ley 8/2006, de 10 de octubre, del Voluntariado de Castilla y León. 

 
El articulado del texto se integra en tres capítulos, cuyo contenido es el 

siguiente: 
 
 - Capítulo I: “Disposiciones generales” (artículos 1 a 4). Define el 

objeto de la norma, y determina el carácter, las funciones, la adscripción, la 
sede y la gestión del registro. 
 

 - Capítulo II: “Estructura y funcionamiento del Registro Regional 
de Entidades de Voluntariado de Castilla y León” (artículos 5 a 9). Establece la 
estructura, instalación y llevanza del registro, el contenido de las inscripciones, 
la existencia de expedientes individualizados para cada entidad de voluntariado 
y el acceso a los datos del registro. 
 

 - Capítulo III: “Inscripción registral” (artículos 10 a 18). Regula el 
carácter y efectos de la inscripción, las entidades que pueden solicitar la 
inscripción, el procedimiento de inscripción, el régimen de recursos, la 
modificación de los datos inscritos y la cancelación de la inscripción. 
 

La disposición adicional obliga a una adecuada coordinación entre el 
Registro Regional de Entidades de Voluntariado y los demás registros de 
voluntariado, de carácter específico, que pudieran existir en la Administración 
de la Comunidad para áreas o actividades concretas. 

 
Las tres disposiciones transitorias se ocupan, respectivamente, de la 

incorporación al Registro Regional de Entidades de Voluntariado de las 
inscripciones existentes en los anteriores registros y del régimen aplicable a 
éstas; del régimen aplicable a las nuevas solicitudes que han de presentar las 
entidades actualmente inscritas; y del régimen aplicable a los expedientes de 
inscripción en curso. 

 
La disposición derogatoria abroga los artículos 7, 9, 10 y 11 del Decreto 

12/1995, de 19 de enero, por el que se regula el voluntariado en Castilla y 

 2



 

León, así como cuantas normas de igual o inferior rango en lo que se opongan 
a lo dispuesto en el decreto examinado. 

 
Las dos disposiciones finales tienen por objeto la autorización a la 

Consejería con competencias de fomento y coordinación en materia de 
voluntariado, para dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo 
y ejecución del decreto; y la entrada en vigor de la norma el día siguiente al de 
su publicación. 

 
El anexo I contiene el modelo de solicitud de inscripción en el Registro 

Regional de Entidades de Voluntariado y enumera la documentación necesaria 
para la inscripción prevista en el artículo 12.2 del proyecto. 

 
El anexo II describe los contenidos que debe recoger cada programa o 

proyecto de voluntariado, reproduciendo el artículo 9.3 de la Ley 8/2006, de 10 
de octubre, de Voluntariado de Castilla y León. 

 
 Segundo.- El expediente remitido. 

 
En el expediente remitido a este Consejo Consultivo figuran, además de 

un índice de los documentos que lo conforman, los siguientes: 
 

  - Borrador inicial del proyecto de decreto, sin fecha ni firma. 
 

 - Observaciones realizadas por las Consejerías de Administración 
Autonómica, Interior y Justicia, Hacienda, Fomento, y Cultura y Turismo. 
Asimismo, constan escritos de las Consejerías de la Presidencia, Economía y 
Empleo, Sanidad, Educación, Agricultura y Ganadería, y Medio Ambiente en los 
que manifiestan que no formulan sugerencias.  
 

- Certificado de la Secretaria del Consejo Regional de Acción Social 
de la Comunidad de Castilla y León, de fecha 8 de mayo de 2007, en el que se 
hace constar que el proyecto de decreto fue informado por dicho órgano en la 
reunión celebrada ese mismo día. 
 

- Certificado de la Secretaria de la Comisión Regional de 
Voluntariado de Castilla y León, de fecha 23 de mayo de 2007, en el que se 
manifiesta que en la reunión de la Secretaría Permanente de esa Comisión, 
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celebrada el 18 de mayo de 2007, se informó a sus miembros del proyecto de 
decreto y que no se formularon alegaciones al mismo. 
 

- Certificado del Secretario del Consejo de Administración de la 
Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y León, de fecha 21 de mayo de 2007, 
en el que se señala que el proyecto de decreto fue informado favorablemente 
por ese órgano en la reunión del día 21 de mayo de 2007. 
 
  - Informe emitido, con fecha 31 de enero de 2008, por la Asesoría 
Jurídica de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, al que se 
adjunta el texto informado.  

 
 - Proyecto de decreto sometido a consulta, sin fecha ni firma. 
 

- Memoria del proyecto de decreto, comprensiva de los siguientes 
documentos: un informe sobre el procedimiento de elaboración del proyecto, 
emitido por el Director General de Política Social y Atención a la Dependencia 
de la Gerencia de Servicios Sociales, con fecha 8 de marzo de 2008; un informe 
sobre la necesidad y oportunidad de elaborar el proyecto de decreto; y un 
estudio económico derivado de la aplicación del proyecto, en el que se señala 
que no está previsto un incremento de los costes, ya que el funcionamiento del 
registro contará con los mismos medios personales y materiales que hasta 
ahora se vienen utilizando. Estos dos últimos informes están firmados por la 
Gerente de Servicios Sociales con fecha 10 de marzo de 2008. 

 
- Informe previo sobre el proyecto de decreto, emitido por el 

Consejo Económico y Social con fecha 21 de mayo de 2008. 
 

- Informe, carente de fecha, del Director General de Política Social 
y Atención a la Dependencia de la Gerencia de Servicios Sociales, sobre las 
observaciones formuladas por el Consejo Económico y Social. 

 
- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 

Comunitarios, fechado el 8 de agosto de 2008, favorable a la aprobación del 
decreto. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.d) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen, según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado a), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración.  
 
El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 

aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 

 
Para el supuesto de los proyectos de decreto se entiende como 

documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, se recoge en el artículo 75.3 de dicho texto legal. El artículo 
75.4 exige, además, que el proyecto se envíe a las restantes Consejerías para 
su estudio, se informe por los Servicios Jurídicos de la Comunidad y se someta, 
previamente a su aprobación por la Junta de Castilla y León, al examen de los 
órganos consultivos cuya consulta sea preceptiva. 

 
En particular, cabe destacar que el proyecto ha sido informado por el 

Consejo Regional de Acción Social de la Comunidad de Castilla y León (artículo 
2.d) del Decreto 71/1989, de 27 de abril, por el que se establecen las normas 
reguladoras de dicho Consejo); por la Comisión Regional de Voluntariado de 
Castilla y León (artículo 3.e) del Decreto 53/2003 de 30 de abril, por el que se 
crea la citada Comisión); y por el Consejo de Administración de la Gerencia de 
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Servicios Sociales de Castilla y León (artículo 10.m) de su Reglamento General, 
aprobado por el Decreto 2/1998, de 8 de enero). 
 

Asimismo, ha sido informado por el Consejo Económico y Social de 
Castilla y León, de conformidad con lo establecido en el artículo 3.1.a) de la Ley 
13/1990, de 28 de noviembre, del Consejo Económico y Social. 
 

Contrastada la documentación remitida, puede afirmarse que el proyecto 
cumple las exigencias sustanciales de elaboración de disposiciones de carácter 
general, aspecto éste de singular importancia si se tiene en cuenta que el 
procedimiento, tanto en su aspecto formal como material, opera como una 
garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de las actuaciones 
administrativas. 

 
No obstante, ha de ponerse de manifiesto que no consta en el 

expediente remitido ni el informe del Servicio de Normativa de la Gerencia de 
Servicios Sociales, ni la documentación acreditativa de la consulta realizada a 
los Ayuntamientos con más de 20.000 habitantes y a las Diputaciones 
Provinciales. Trámites estos que, según consta en la memoria resumen del 
procedimiento de elaboración del proyecto, se han efectuado con posterioridad 
al primer borrador de decreto. 

 
3ª.- Competencia y rango de la norma proyectada. 

  
A) Ni el artículo 149.1 de la Constitución ni el título V del Estatuto de 

Autonomía de Castilla y León contienen una atribución expresa, al Estado o a la 
Comunidad Autónoma, del voluntariado como competencia. Ello no obsta para 
que haya de considerarse la competencia plena de la Comunidad de Castilla y 
León para abordar su regulación, si se tiene presente que los preceptos 
estatutarios sí contienen la atribución a la Comunidad de numerosas materias 
respecto de las cuales el voluntariado será el cauce o medio para la 
consecución del fin perseguido con la competencia principal. Desde esta 
perspectiva meramente instrumental, la competencia de la Comunidad 
Autónoma para regular el voluntariado derivaría de los títulos competenciales 
que ostenta en las materias que son susceptibles de ser objeto de intervención 
del trabajo de los voluntarios, como son los relativos al “patrimonio histórico, 
artístico, monumental, arqueológico (…)” o “asistencia social, servicios sociales 
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y desarrollo comunitario (…)”, entre otros de los relacionados en el título II del 
Estatuto de Autonomía de Castilla y León. 
 
 Lo anterior quiere significar que el voluntariado, como participación libre 
y altruista del ciudadano en aras del interés general, alcanza a los más diversos 
sectores de actividad social, configurándola como una materia transversal que, 
a pesar de no recogerse de forma expresa en los citados listados de 
competencias, encuentra fundamento constitucional en el mandato del artículo 
9.2 de la Constitución y, a su vez, en el ámbito de la Comunidad Autónoma, en 
el artículo 8.2 del Estatuto de Autonomía, que reproduce los términos de aquél 
al encomendar a los poderes públicos de Castilla y León “promover las 
condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integran sean reales y efectivas, remover los obstáculos que impidan o 
dificulten su plenitud, y facilitar la participación de todos los castellanos y 
leoneses en la vida política, económica, cultural y social”. 
 

Cabe afirmar, pues, la competencia plena de la Comunidad de Castilla y 
León para regular sobre la materia. Y en ejercicio de esta competencia, se 
aprobó la Ley 8/2006, de 10 de octubre, del Voluntariado en Castilla y León. 

 
El artículo 15.5 de la citada Ley 8/2006, de 10 de octubre, remite a un 

posterior desarrollo reglamentario la regulación de la organización y 
funcionamiento del Registro Regional de Entidades de Voluntariado de Castilla 
y León, y la disposición final primera habilita a la Junta de Castilla y León para 
aprobar su reglamento regulador. Tales previsiones se cumplen con el proyecto 
de decreto sometido a dictamen. 
 

En consecuencia, el rango de la norma (decreto) es el adecuado, habida 
cuenta de que se trata de una disposición de carácter general dictada en 
desarrollo de una ley, en ejercicio de las competencias que corresponden a la 
Comunidad de Castilla y León. 

 
B) Respecto al carácter del proyecto de decreto remitido, cabría estimar, 

a la vista de lo previsto en su artículo 1, que participa más de la naturaleza de 
los reglamentos independientes que de los reglamentos ejecutivos: si de lo que 
se trata es de regular el funcionamiento de un registro administrativo, tal 
materia es propia de los reglamentos de carácter organizativo. 
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No obstante, debe tenerse en cuenta que, además de la regulación 
estrictamente referida al Registro Regional del Voluntariado en Castilla y León, 
el proyecto de decreto contiene algunas referencias que exceden de ese 
carácter puramente organizativo, como son las relativas al carácter y efectos 
que se atribuyen a la inscripción registral, que van más allá de los meramente 
declarativos. 

 
Los reglamentos ejecutivos se definen jurisprudencialmente (entre otras, 

Sentencias del Tribunal Supremo de 24 de julio de 2003 y de 27 de mayo de 
2002) como aquellos que “de forma total o parcial completan, desarrollan, 
pormenorizan, aplican o complementan una o varias Leyes (...) dando cabida a 
los reglamentos que ejecutan habilitaciones legales, con independencia de 
cualquier desarrollo material”. Los reglamentos independientes o de carácter 
organizativo “son aquellos de organización interna mediante los cuales una 
administración organiza libremente sus órganos y servicios”, regulando materias 
no comprendidas en el ámbito de las reservadas a la ley: de ahí que la doctrina 
científica más cualificada mantenga que los reglamentos independientes sirven 
para regular todo lo relativo a la organización administrativa, así como para 
regular el ejercicio de poderes que a la Administración les esté conferidos 
discrecionalmente. Los reglamentos independientes tienen como límites los 
derivados de su propia naturaleza: por ello, este tipo de reglamentos no 
pueden modificar ni derogar el contenido de una ley, ni el contenido de otros 
reglamentos de mayor jerarquía. Tampoco los reglamentos independientes 
pueden limitar derechos subjetivos ni situaciones jurídicas adquiridas. La 
jurisprudencia ha confirmado que los reglamentos independientes son tales por 
no hallarse comprendidos en el ámbito de la reserva de ley (Sentencias del 
Tribunal Supremo de 10 de marzo de 1982, 12 de febrero y 12 de noviembre 
de 1986, entre otras). 

 
Tratándose, pues, de un reglamento ejecutivo, ha de ser dictaminado 

por el Consejo Consultivo de Castilla y León.
 
4ª.- Observaciones en cuanto al fondo.  
 
Artículo 12.- Solicitud de la inscripción. 
 

 La previsión de que las solicitudes deberán presentarse “en los órganos 
periféricos competentes de aquel al que el Registro esté adscrito” debería 
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suprimirse, por cuanto que la presentación podrá realizarse en cualquiera de los 
lugares y por los medios previstos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.  

 
Artículo 14.- Resolución de inscripción. 
 

 Se sugiere la conveniencia de suprimir el apartado 3, puesto que se 
limita a efectuar una remisión a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en cuanto 
a la forma de notificar la resolución, careciendo, pues, de contenido. 

 
Artículo 15.- Denegación de la inscripción. 
 
El precepto establece que la inscripción podrá denegarse si la entidad 

“no aporta adecuadamente, pese a ser requerida para ello, la documentación a 
que se refiere el artículo 12 del presente decreto”. 

 
Con carácter previo, se sugiere la posibilidad de que este precepto se 

integre como un apartado del artículo 14 (“resolución de inscripción”), en la 
medida que regula los supuestos en que procederá dictar resolución 
desestimatoria de la solicitud de inscripción. 

 
En cualquier caso, la redacción propuesta puede suscitar dudas en 

relación con el artículo 13 del proyecto, que prevé el desistimiento de la entidad 
en caso de que, habiendo sido requerida, no acompañe los documentos 
preceptivos del artículo 12.2.  

 
De ello parece deducirse que el artículo 15 se está refiriendo al hecho de 

que los documentos no sean adecuados desde el punto de vista de su 
contenido, y el artículo 13 a la falta de aportación material; no obstante, en 
aras de evitar dudas interpretativas, debería clarificarse la redacción del artículo 
15.  

 
Artículo 17.- Modificación de los datos inscritos. 
 
En el apartado 4 se prevé que la falta de comunicación de las 

alteraciones que conlleven la modificación de determinados datos inscritos, así 
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como la no aportación de determinada documentación, “tendrán como efecto el 
que la inscripción pueda ser cancelada”. 

 
Se advierte una falta de coherencia entre este precepto y el artículo 

18.2, letra c) del proyecto. En efecto, el artículo 17.4 alude a la posibilidad de 
cancelar la inscripción cuando concurran las circunstancias que menciona, 
mientras que en el artículo 18.2.c) se prevé la cancelación de oficio para los 
mismos supuestos. Incluso este último precepto parece ser más amplio, ya que 
en él se prevé que procederá la cancelación de oficio en los casos de falta de 
comunicación, de actualización o de aportación aclaratoria de los datos a que se 
refiere el artículo 7 -en todos sus apartados-, mientras que el artículo 17.4 lo 
restringe a los datos recogidos en las letras c), d), e), f), g), h) e i) del artículo 
7.1. Debe pues subsanarse la incoherencia advertida. 

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen de 
Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

  
Disposición transitoria primera.- Incorporación al Registro 

Regional de Entidades de Voluntariado de Castilla y León de las 
inscripciones existentes en los anteriores registros y régimen 
aplicable a éstas. 

 
Esta disposición reproduce la disposición adicional segunda de la Ley 

8/2006, de 10 de octubre, del Voluntariado de Castilla y León, y añade el plazo 
cuya fijación debía determinarse, de acuerdo con la ley, en el desarrollo 
reglamentario.  

Se advierte un error en el apartado 1. La expresión “Los expedientes de 
inscripción con toda la documentación correspondiente y libros de registro 
existentes en el Registro Regional de Entidades de Voluntariado y en los 
registros municipales y provinciales de voluntariado (…) se incorporarán al 
Registro Regional de Entidades de Voluntariado”, no se ajusta al tenor de la ley, 
pues ésta solo alude a estos dos últimos. Además, no parece razonable que la 
documentación ya existente en el Registro Regional se incorpore al mismo. 
Debe pues subsanarse tal defecto. 

Por otra parte, el apartado 2 no se ajusta al tenor de la disposición 
adicional segunda de la ley. Dicho apartado mantiene el reconocimiento oficial 
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de las actividades de las entidades ya inscritas, durante el plazo de seis meses 
establecido para la incorporación de la documentación al Registro Regional. Sin 
embargo, la disposición adicional segunda de la ley mantiene “en todo caso” tal 
reconocimiento y exime de instar una nueva inscripción; además, no fija plazo 
máximo para mantener el reconocimiento oficial de las actividades. Por ello, 
debe suprimirse tal previsión. 

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen de 
Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

 
Finalmente, con el fin de dotar a la redacción de mayor precisión, se 

sugiere que la expresión “previstos todos ellos en el derogado Decreto 12/1995, 
de 19 de enero”, sea sustituida por la frase “a que se refería el Decreto 
12/1995, de 19 de enero”.  

 
Disposición transitoria segunda.- Régimen aplicable a las 

nuevas solicitudes que han de presentar las entidades actualmente 
inscritas. 

 
El apartado 1 parece contravenir lo previsto en la disposición adicional 

segunda de la Ley 8/2006, de 10 de octubre, en la que se exime de una nueva 
inscripción a las entidades que estuvieran inscritas en el Registro Regional y en 
los registros municipales y provinciales. 

 
Aun cuando se pretendiera -de forma inadecuada, como ya ha expuesto 

anteriormente- que el mantenimiento del reconocimiento oficial queda limitado 
temporalmente al plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la ley, la 
previsión del apartado 1 de la disposición exige instar una nueva inscripción 
durante ese plazo, contraviniendo así el apartado 2 de la disposición transitoria 
primera. 

 
A este respecto, no resulta baladí recordar que, entre los derechos de los 

ciudadanos, se encuentra el de “no presentar documentos no exigidos por las 
normas aplicables al procedimiento de que se trate, o que ya se encuentren en 
poder de la Administración actuante” (artículo 35.f) de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre). Por ello, la obligación de instar una nueva inscripción debería 
limitarse a aquellos supuestos en los que se exigiera la concurrencia de 
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requisitos no acreditados anteriormente, o la aportación de documentación 
esencial para la inscripción. 

 
En definitiva, ha de subsanarse esta falta de congruencia entre la 

regulación legal y el proyecto de decreto.  
 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen de 
Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

 
Finalmente, con el fin de dotar a la redacción de mayor precisión, se 

sugiere que la expresión “previstos todos ellos en el derogado Decreto 12/1995, 
de 19 de enero”, sea sustituida por la frase “a que se refería el Decreto 
12/1995, de 19 de enero”.  

 
Disposición derogatoria.-  
 
La referencia de los artículos que se derogan debe hacerse al Decreto 

12/1995, de 19 de enero, sin mencionar el Capítulo III. 
 
5ª.- Observaciones de técnica legislativa. 
 

 1.- Ha de sustituirse, en el título, la expresión “anteproyecto de decreto” 
por “proyecto de decreto”, al ser éste el que ha de dictaminar el Consejo 
Consultivo. 

 
2.- Ha de recordarse la necesidad de dotar a los textos normativos de 

claridad y sencillez en su redacción y comprensión. Por ello, las referencias al 
“máximo órgano unipersonal de gestión del organismo que tenga atribuido el 
ejercicio de las funciones en materia de voluntariado” (artículos 12.6, 14 y 
18.3), a “los órganos periféricos competentes de aquel al que el Registro esté 
adscrito” (artículo 12.6) deberían hacerse al Gerente de Servicios Sociales y a 
las Gerencias Territoriales (artículos 16 y 24 del Reglamento General de la 
Gerencia de Servicios Sociales, aprobado por el Decreto 2/1998, de 8 de 
enero).  

 
Este Consejo Consultivo ya ha señalado en otras ocasiones que ambas 

posibilidades presentan ventajas e inconvenientes: así, la opción por la 
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denominación formal del órgano administrativo permite su perfecta 
identificación, pero puede quedar desfasada con mayor o menor rapidez como 
consecuencia de una reestructuración administrativa o incluso, simplemente, de 
un cambio en su denominación; a la inversa, la opción por la referencia 
genérica al ámbito competencial parece más perdurable en el tiempo, pero 
puede inducir en cierta medida a confusión.  

 
Sin embargo, en el presente supuesto se recomienda utilizar la 

denominación “Gerente de Servicios Sociales” en lugar de “máximo órgano 
unipersonal de gestión del organismo que tenga atribuido el ejercicio de las 
funciones en materia de voluntariado”, puesto que, conociéndose la concreta 
denominación del titular de un órgano, la referencia debe realizarse utilizando 
dicho término por resultar más preciso, precisión que debe ser objetivo de toda 
norma. Además, tal denominación aparece recogida en una norma con rango 
de ley (Ley 2/1995, de 6 de abril, por la que se crea la Gerencia de Servicios 
Sociales de Castilla y León), por lo que su modificación se sustrae a las 
necesidades del poder ejecutivo de reestructuraciones administrativas, gozando 
por ello tal denominación de mayor perdurabilidad en el tiempo. 

 
3.- Sería recomendable simplificar la redacción de determinadas 

expresiones redundantes y obvias. Por ejemplo, la frase “podrán ser recurridas 
mediante recurso de alzada ante el órgano superior jerárquico del que las 
hubiera dictado” (artículos 16 y 18.5), podría sustituirse por “podrán ser 
recurridas en alzada”. 

 
E igualmente deberían suprimirse aquellos preceptos que, como el 

artículo 14.3, carecen de contenido. 
 

 4.- La primera cita de las normas ha ser completa (número, año, y 
denominación), sin perjuicio de que en las referencias posteriores sea suficiente 
citar su nombre y, eventualmente, si la norma tiene un título muy largo, su 
número o su fecha.  
 
 6ª.- Observaciones lingüísticas. 

 
Desde el punto de vista gramatical, se recomienda que se realice una 

última revisión del texto de la norma proyectada, a fin de dotar a ésta de una 
correcta puntuación, de un empleo adecuado de determinadas expresiones y, 
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en general, de una mayor corrección lingüística; y de corregir los errores 
tipográficos advertidos.  

 
Finalmente, sería conveniente adoptar un criterio uniforme en el uso de 

mayúsculas y minúsculas y en la utilización de guarismos o letras en la 
identificación de los números. 
  
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Atendidas las observaciones formuladas al artículo 17.4 y a las 

disposiciones transitorias primera y segunda, sin lo cual no resultará procedente 
el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen del Consejo Consultivo de 
Castilla y León”, y consideradas las restantes, puede elevarse a la Junta de 
Castilla y León para su aprobación el proyecto de decreto por el que se regula 
el Registro Regional de Entidades de Voluntariado de Castilla y León. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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